
58 Viernes 28 mayo 2004 BOE núm. 129. Suplemento

del recurso en este momento procesal de acuerdo con
lo establecido en los arts. 44.2 y 50.1 a) LOTC. Conforme
a reiterada doctrina constitucional, no representa obs-
táculo para dicho análisis el hecho de que la demanda
de amparo fuese admitida a trámite en su día, ya que
los defectos insubsanables de que pueda estar afectada
la demanda de amparo no resultan subsanados porque
haya sido inicialmente admitida a trámite, pudiendo abor-
darse por este Tribunal, incluso de oficio, el examen de
los presupuestos de viabilidad de la demanda de amparo
en fase de Sentencia para llegar, en su caso, y si tales
defectos son apreciados, a la declaración de inadmisión
del recurso o del motivo del recurso afectado por dichos
defectos (SSTC 15/1996, de 30 de enero, FJ 4 y fallo;
106/1997, de 2 de junio, FJ 2; 111/1998, de 1 de
junio, FJ 1; 77/1999, de 26 de abril, FJ 2; 201/2000,
de 24 de julio; 213/2003, de 1 de diciembre, FJ 2;
y 20/2004, de 23 de febrero, FJ 3).

El art. 44.2 LOTC, que regula el recurso de amparo
contra resoluciones de órganos judiciales, establece la
exigencia de que el mismo se interponga dentro del plazo
de veinte días a partir de la notificación de la resolución
recaída en el proceso judicial. Según reiterada doctrina
de este Tribunal, ese plazo es de caducidad, improrro-
gable y no susceptible de suspensión, y, por consiguien-
te, de inexorable cumplimiento, que no consiente
prolongación artificial ni puede quedar al arbitrio de las
partes (por todas, SSTC 72/1991, de 8 de abril, FJ 2;
177/1995, de 11 de diciembre, FJ único; 201/1998,
de 14 de octubre, FJ 3; 78/2000, de 27 de marzo,
FJ 2; y 69/2003, de 9 de abril, FJ 2).

Así pues, el cómputo del plazo para promover la pre-
sente demanda debe de iniciarse desde que al recurrente
en amparo le fue notificada la Sentencia de la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña
de 9 de junio de 1999 que desestimó su recurso de
suplicación contra la previamente dictada con fecha
de 10 de diciembre de 1998 por el Juzgado de lo Social
núm. 21 de Barcelona, al ser la resolución jurisdiccional
que puso fin a la vía judicial previa. Ello así, dado que
la mencionada Sentencia le fue notificada a esa parte
el día 28 de junio de 1999, cuando el recurrente dirigió
su escrito a este Tribunal (día 13 de octubre de 2000),
había transcurrido con creces el plazo de veinte días
que para la interposición del recurso de amparo dispone
el 44.2 LOTC, lo que ha de determinar su inadmisión
por extemporaneidad, tal y como interesa el Fiscal, lo
cual ha de conducirnos al rechazo de la pretensión por
razones ajenas a su propio contenido sustantivo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Inadmitir la demanda de amparo presentada por don
Carlos Torres Munuera.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diez de mayo de dos mil cua-
tro.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García
Manzano.—María Emilia Casas Baamonde.—Javier Del-
gado Barrio.—Roberto García-Calvo y Montiel.—Jorge
Rodríguez-Zapata Pérez.—Firmado y rubricado.

9917 Sala Primera. Sentencia 86/2004, de 10 de
mayo de 2004. Recurso de amparo
3062-2001. Promovido por doña Ángeles
Durán Mañes frente a la Sentencia de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de la Comunidad Valen-
ciana que estimó la demanda contra la Uni-
versidad Jaume I de Castellón sobre pruebas
selectivas para periodista.
Supuesta vulneración de los derechos a la
tutela judicial efectiva y a acceder en igualdad
a las funciones públicas: control judicial de
la discrecionalidad técnica; personal laboral
de las Administraciones; valoración de cursos
como méritos.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Pre-
sidente, don Pablo García Manzano, doña María Emilia
Casas Baamonde, don Javier Delgado Barrio, don Rober-
to García-Calvo y Montiel y don Jorge Rodríguez-Zapata
Pérez, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3062-2001, promovido
por doña Ángeles Durán Mañes, representada por el Pro-
curador de los Tribunales don Juan Luis Pérez-Mulet y
Suárez y asistida por el Abogado don José Luis Martínez
Morales, contra la Sentencia núm. 420-2001, de 26 de
abril, dictada por la Sección Segunda de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de la Comunidad Valenciana. Han sido parte
la Universidad Jaume I de Castellón, representada por
la Procuradora doña Cristina Velasco Echeverri y asistida
por la Letrada doña Josefina Rodríguez García, y doña
Eva María Redondo Gamero, representada por la Pro-
curadora doña Isabel Cañedo Vega y asistida por el
Abogado don José Carmona Serrano. Ha intervenido el
Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don
Javier Delgado Barrio, quien expresa el parecer de la
Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro
General del Tribunal el 30 de mayo de 2001, don Juan
Luis Pérez-Mulet y Suárez, Procurador de los Tribunales,
interpuso, en nombre y representación de doña Ángeles
Durán Mañes, demanda de amparo contra la resolución
judicial que se cita en el encabezamiento.

2. La demanda trae causa de los siguientes hechos:

a) Por Resolución de la Universidad Jaume I de Cas-
tellón de 13 de diciembre de 1996 se convocaron prue-
bas selectivas para un puesto de trabajo de periodista.
El procedimiento selectivo consistía en un concurso-o-
posición cuyo resultado final fue el siguiente: Sra.
Durán 17,64 puntos en la fase de oposición y 3,70 en
la de concurso con un total de 21,34 puntos; Sra. Redon-
do 16,80 puntos en la fase de oposición y 4,10 en la
fase de concurso con un total de 20,90 puntos.

b) La Sra. Redondo recurrió ante la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Valencia por estimar que a la Sra. Durán se le habían
computado indebidamente 0,70 puntos en la fase de
concurso, por referirse a cursos que no tenían relación
con la convocatoria y eran de carácter privado, no debien-
do por ello ser admitidos como mérito de acuerdo con
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el baremo contenido en el anexo II de las bases de aqué-
lla, lo que suponía que la plaza debía adjudicarse a la
actora. Dicha pretensión fue acogida por el órgano juris-
diccional citado en Sentencia de 26 de abril de 2001,
que estima el recurso contencioso-administrativo inter-
puesto por doña Eva María Redondo Gamero, anulando
la resolución de la Universidad Jaume I, y reconociendo
el derecho de la actora a obtener y ocupar la referida
plaza con todos los efectos inherentes.

3. Se alegan por la demandante de amparo dos vio-
laciones de derechos fundamentales diferenciadas:

En primer lugar, la vulneración del derecho al acceso
en condiciones de igualdad a las funciones y cargos
públicos con los requisitos que señalen las leyes reco-
nocido en los arts. 14 y 23.2 CE, por cuanto el Tribunal
Superior de Justicia ha seguido un criterio para valorar
los méritos de la Sra. Durán distinto del aplicado a la
Sra. Redondo.

En efecto, el baremo recogido en el anexo II, apar-
tado 2, de la convocatoria incluía como cursos a valorar,
en primer término, los «organizados por la universidad,
institutos o escuelas oficiales de formación de funcio-
narios» y, en segundo lugar, los promovidos por «otras
entidades, siempre que en este último caso hubiesen
sido homologados por el Instituto Valenciano de Admi-
nistración Pública». Pues bien, alega la demandante de
amparo, mientras que para ella, la Sentencia excluye
de sus méritos los cursos organizados por la Confede-
ración de Empresarios de Castellón, por no tener la homo-
logación exigida, en cambio a la Sra. Redondo le admite
el correspondiente a un curso organizado por el CEU
San Pablo, es decir, un centro privado, sin que se acre-
ditase su homologación.

En segundo lugar, imputa a la Sentencia impugnada
la violación de un supuesto principio de respeto a la
discrecionalidad técnica de los tribunales calificadores
que se deduce de las SSTC 216/1991, de 14 de noviem-
bre, y 353/1993, de 29 de noviembre, principio que
supondría que la revisión de las actuaciones de los mis-
mos sólo podría producirse en supuestos en los que
resulte manifiesta la arbitrariedad de la adjudicación
efectuada y evidente el desconocimiento de los prin-
cipios de mérito y capacidad. En caso contrario, para
la recurrente, nos encontraríamos ante una violación del
derecho a la tutela judicial efectiva, que es lo que, en
su sentir, ha ocurrido aquí. Por otrosí se solicita la sus-
pensión de la ejecución de la Sentencia condenatoria.

4. Mediante providencia de 30 de abril de 2002,
la Sección Primera de este Tribunal acordó admitir a
trámite la demanda de amparo y, de conformidad con
lo dispuesto en el art. 51 LOTC, requerir atentamente
a la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana y a
la Universitat Jaume I de Castellón para que en el plazo
de diez días remitieran respectivamente testimonio del
recurso núm. 3230/97 y del expediente administrativo
correspondiente al concurso-oposición para la adjudica-
ción de una plaza de periodista convocado por dicha
universidad, y se emplazase a quienes fueron parte en
el mencionado procedimiento, con excepción de la
recurrente en amparo, para que en el plazo de diez días
pudieran comparecer en el proceso constitucional, con
traslado a dichos efectos de copia de la demanda
presentada.

5. Mediante nueva providencia, de la misma fecha,
se acordó formar la correspondiente pieza separada de
suspensión y, de conformidad con lo prevenido en el
art. 56 LOTC, conceder un plazo común de tres días,
al Ministerio Fiscal y a la solicitante de amparo, para
que dentro de dicho término alegaran lo que estimasen
pertinente en relación con la suspensión interesada.

Transcurrido el tiempo conferido, y examinadas las ale-
gaciones de todas las partes personadas, se acordó, por
Auto de 28 de octubre de 2002, denegar la suspensión
de la ejecución de la Sentencia impugnada.

6. El 31 de mayo de 2002 tuvo entrada en el Regis-
tro General de este Tribunal escrito de la Procuradora
de los Tribunales doña Cristina Velasco Echeverri, en
representación de la Universidad Jaume I de Castellón,
en el que solicita se la tenga por comparecida. Por dili-
gencia de ordenación de la Sección Primera de 5 de
junio de 2002, se tiene a dicha Procuradora por com-
parecida en nombre y representación de dicha Uni-
versidad.

7. Por escrito presentado el 7 de junio de 2002
la Procuradora de los Tribunales doña Isabel Cañedo
Vega solicitó, en nombre y representación de doña Eva
María Redondo Gamero, que se la tuviera por personada
en tiempo y forma legales.

8. Por diligencia de ordenación de la Sección Pri-
mera, de 12 de junio de 2002, se tuvieron por recibidos
los testimonios de las actuaciones remitidos por la Uni-
versidad Jaume I de Castellón y el Tribunal Superior de
Justicia de la Comunidad Valenciana y el escrito de la
Procuradora doña Isabel Cañedo Vega, a quien se tiene
por personada y parte, en nombre y representación de
doña Eva María Redondo Gamero.

Asimismo, a tenor de lo dispuesto en el art. 52 LOTC,
la Sala Primera acordó dar vista de todas las actuaciones
del presente recurso de amparo, por un plazo común
de veinte días, al Ministerio Fiscal y a las partes per-
sonadas, para que dentro de dicho término pudieran
presentar las alegaciones que a su derecho convinieran.

9. El 10 de julio de 2002 presentó sus alegaciones
la representación procesal de doña Eva María Redondo
Gamero. En las mismas se argumenta, en primer término,
que la demanda de amparo carece de contenido cons-
titucional, por lo que ni siquiera debió ser admitida a
trámite, dado que lo que se viene a plantear en el recurso
es una cuestión de mera legalidad ordinaria. Además,
de ningún modo se puede hablar de trato distinto a una
y otra concursante por parte de la Sentencia. La ahora
recurrente pretende que tal Sentencia se hubiera debido
pronunciar en relación con unos méritos no cuestionados
y que difieren sustancialmente de aquéllos en los que
se centró el recurso. Por otra parte, se razona, con cita
de jurisprudencia, que la Sala de instancia no ha vul-
nerado la doctrina del Tribunal Supremo y del Tribunal
Constitucional sobre la discrecionalidad técnica de los
tribunales u órganos calificadores de las pruebas selec-
tivas.

10. El 10 de julio de 2002 tuvo entrada en el Regis-
tro del Tribunal escrito presentado por doña Cristina
Velasco Echeverri, en nombre y representación de la
Universidad Jaume I de Castellón. En el mismo interesa
que se dicte Sentencia de conformidad con lo solicitado
por la demandante de amparo, puesto que, en la medida
en que la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana
sustituye el criterio del órgano calificador, alterando pun-
tuaciones y manteniendo para una concursante unos
méritos idénticos a los que se niegan a la candidata
seleccionada, forzoso es concluir que su resolución vul-
nera no sólo el derecho a la tutela judicial efectiva de
un particular, sino el derecho de igualdad de acceso
a los cargos y funciones en el sector público.

11. La representación procesal de doña Ángeles
Durán Mañes presentó sus alegaciones el 10 de julio
de 2002. En ellas suplica al Tribunal que sea dictada
Sentencia en los términos ya expresados al interponer
la demanda de amparo, puesto que la Sentencia impug-
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nada no ha entrado a valorar el conjunto de la docu-
mentación, habiendo resuelto, además, partiendo de pre-
misas inexactas e ignorando datos de relevancia, lo que
ha supuesto una aplicación infractora de las bases de
la convocatoria que implica, a su vez, una vulneración
de la igualdad de los participantes. Las cuestiones deci-
didas allí pertenecen al ámbito de la discrecionalidad
técnica de los Tribunales, a los que se encomienda la
valoración de las pruebas selectivas, y, por tanto, esca-
pan al control jurídico, que es el único que pueden ejercer
los órganos de la jurisdicción contencioso-administrativa.

12. El Ministerio Fiscal presentó sus alegaciones el
11 de julio de 2002. En las mismas, tras resumir los
antecedentes de hecho, empieza señalando que al tra-
tarse de una controversia sobre un puesto de personal
laboral, aunque sea fijo, no es aplicable el derecho reco-
gido en el art. 23.2 CE, que se refiere a la función pública,
conforme a la doctrina del Tribunal Constitucional (ATC
298/1996, de 16 de octubre, FJ 3). Ahora bien, dado
que el trato discriminatorio en estos supuestos de con-
tratación de personal laboral puede conculcar el principio
general de igualdad contemplado en el art. 14 CE, del
que el art. 23.2 CE es una especificación, ello hace posi-
ble que pueda seguirse la doctrina generada respecto
a este último.

En cuanto a la extensión de la jurisdicción de los
Tribunales de Justicia para entrar a revisar las decisiones
de los órganos administrativos que valoran los concur-
sos, el Ministerio público recuerda la doctrina sentada
por la STC 34/1995, de febrero, FJ 3, y deduce de
la misma que el cumplimiento por los cursos previstos
como méritos de los requisitos generales señalados en
las bases -que son la ley del concurso- y, en este caso
concreto, su organización por las entidades que expre-
samente mencionan las bases, y si se ha cumplido, en
su caso, la condición de homologación, son cuestiones
que pertenecen a un ámbito que no escapa a la acción
fiscalizadora de los Tribunales de Justicia.

No se aprecia, por otra parte, la desigualdad alegada
por la demandante de amparo, porque las características
de la entidad organizadora de los cursos que se impug-
nan son distintas: por un lado, se mantienen, para las
dos concursantes, las valoraciones obtenidas por los cur-
sos organizados en el CEU-San Pablo; dicho centro entra
en la categoría de universidad por su adscripción o per-
tenencia a la Universidad Politécnica de Valencia que
consta en las certificaciones de los cursos. Por otro, se
anulan a la recurrente en amparo los cursos organizados
por la Confederación de Empresarios de Castellón, orga-
nismo privado. Al no ser iguales los términos de com-
paración no cabe hablar de vulneración del principio de
igualdad constitucional.

Por todo ello, el Fiscal interesa de la Sala que dicte
Sentencia en que se deniegue el amparo solicitado.

13. Por providencia de fecha 5 de mayo de 2004
se señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 10 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. La demanda de amparo, formulada por doña
María Ángeles Durán Mañes, que ha dado origen al pre-
sente proceso, se dirige contra la Sentencia de la Sección
Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valen-
ciana, dictada el día 26 de abril de 2001 en el recurso
núm. 3230/97, que estimó la demanda interpuesta por
doña Eva María Redondo Gamero contra la Resolución
de 16 de septiembre de 1997 de la Universidad Jaume I
de Castellón, por la que se publicaba la decisión recaída
en las pruebas selectivas de ingreso para cubrir un
puesto vacante de periodista, adjudicado a la ahora

demandante de amparo. Esta Sentencia anuló aquella
Resolución por contraria a Derecho y reconoció como
situación jurídica individualizada el derecho de doña Eva
María Redondo Gamero a obtener y ocupar la referida
plaza con todos los efectos.

La demandante de amparo alega, por un lado, que
se ha vulnerado su derecho de acceso en condiciones
de igualdad a las funciones y cargos públicos (arts. 14
y 23.2 CE), por cuanto el Tribunal Superior de Justicia
ha seguido un criterio distinto para valorar los méritos
de las dos concursantes y, por otro, que se ha lesionado
su derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE)
al ignorarse el principio de respeto a la discrecionalidad
técnica de los tribunales calificadores que se deduce
de la jurisprudencia constitucional.

Doña Eva María Redondo Gamero, por su parte, aduce
que lo que se plantea en el recurso es una cuestión
de mera legalidad ordinaria, y que no se puede hablar
de trato distinto a una y otra concursante por parte de
la Sentencia, además de que la Sala sentenciadora no
ha vulnerado la doctrina constitucional, ni la de la juris-
dicción ordinaria, sobre la discrecionalidad técnica de
los órganos calificadores de las pruebas selectivas.

La representación procesal de la Universidad Jaume I
de Castellón argumenta que se viola el derecho a la
tutela judicial efectiva de un particular, al sustituir el
criterio del órgano calificador y el derecho a la igualdad
de acceso a los cargos y funciones en el sector público,
al mantener para una concursante unos méritos idénticos
a los que se niegan a otra.

Por su parte, el Ministerio Fiscal interesa de la Sala
que dicte Sentencia en que se deniegue el amparo soli-
citado puesto que, por un lado, el cumplimiento de los
requisitos generales señalados en las bases pertenece
a un ámbito que no escapa a la función fiscalizadora
de los Tribunales de Justicia, lo que impide hablar de
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva de
la recurrente y, por otro, no se aprecia la desigualdad
alegada por la demandante de amparo, puesto que en
un caso los cursos están organizados por una entidad
universitaria y en otro, los que se rechazan como mérito,
por un organismo privado sin esa característica.

2. Dos son las cuestiones que se plantean en el
presente recurso de amparo. Por una parte, la de la exten-
sión de los controles de los Tribunales de justicia frente
a la actuación de los organismos administrativos encar-
gados de resolver los procesos de selección de emplea-
dos públicos, que pudiera suponer una vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva, reconocido en el
art. 24.1 CE. Por otra, la de la posible existencia de
una lesión del derecho a la igualdad en el acceso a
las funciones y cargos públicos, reconocido en los
arts. 14 y 23.2 CE. Las examinaremos por este orden.

3. Respecto a la primera de las cuestiones, hemos
de subrayar que «ni el art. 24.1 ni el 23.2 CE incorporan
en su contenido un pretendido derecho de exclusión
del control judicial de la llamada discrecionalidad téc-
nica» (STC 138/2000, de 29 de mayo, FJ 4). Y es que
«debe recordarse que, frente a la discrecionalidad técnica
que ha de reconocerse a los órganos de selección en
el marco de ese “prudente y razonable” arbitrio, nunca
“excesivo” (STC 48/1998; FJ 7.a), “las modulaciones
que encuentra la plenitud de conocimiento jurisdiccional
sólo se justifican en una «presunción de certeza o de
razonabilidad de la actuación administrativa, apoyada
en la especialización y la imparcialidad de los órganos
establecidos para realizar la calificación». Una presun-
ción iuris tantum, por cierto, de ahí que siempre quepa
desvirtuarla ’si se acredita la infracción o el descono-
cimiento del proceder razonable que se presume en el
órgano calificador, bien por desviación de poder, arbi-
trariedad o ausencia de toda justificación del criterio
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adoptado’, entre otros motivos por fundarse en patente
error, debidamente acreditado por la parte que lo alega
(STC 353/1993)’ (STC 34/1995, FJ 3)» (STC 73/1998,
de 31 de marzo, FJ 5).

Pero en el caso que ahora se examina ningún exceso
es apreciable en la actuación jurisdiccional llevada a cabo
en la Sentencia impugnada.

El baremo de la convocatoria litigiosa —anexo II,2—
señalaba literalmente:

«2. Cursos: se valorarán hasta un máximo de 2 pun-
tos la asistencia a cursos organizados por la universidad,
institutos o escuelas oficiales de formación de funcio-
narios, u otras entidades siempre que en este último
caso hubiesen sido homologados por el Instituto Valen-
ciano de Administración Pública, que tengan relación
directa con el puesto convocado, de acuerdo con la esca-
la siguiente:

a) Cursos de duración igual o superior a 100 horas:
2 puntos.

b) Cursos de 75 o más horas y menos de 100: 1,5
puntos.

c) Cursos de 50 o más horas y menos de 75: 1
punto.

d) Cursos de 25 o más horas y menos de 50: 0,5
puntos.

e) El resto de cursos, con un mínimo de 15 horas:
0,10 puntos.»

En lo que ahora importa, esta base, planteaba ante
todo una cuestión previa: qué cursos cumplían los requi-
sitos necesarios para ser tomados en consideración,
distinguiéndose «los organizados por la universidad, ins-
titutos o escuelas oficiales de formación de funcionarios»
y los promovidos por «otras entidades, siempre que en
este último caso hubiesen sido homologados por el Ins-
tituto Valenciano de Administración Pública».

Pues bien, la determinación de si un concreto curso
cumple o no los requisitos exigidos en las bases de la
convocatoria —si era o no necesaria la homologación,
si ésta existía o no—, no se incluye en el ámbito de
la discrecionalidad técnica, de suerte que el Tribunal con
su decisión de excluir determinados cursos por incum-
plimiento de los requisitos necesarios «se limitó a fis-
calizar desde el plano de la legalidad la actuación del
órgano calificador» (STC 138/2000, de 29 de mayo,
FJ 4).

4. El examen de las alegaciones que se refieren a
las supuestas vulneraciones de los derechos a acceder
en condiciones de igualdad a las funciones y cargos
públicos (art. 23.2 CE) y a la igualdad (art. 14 CE) exige
destacar, en primer término, que la plaza para la que
concursaron la Sra. Durán y la Sra. Redondo era de per-
sonal laboral fijo, y que, según reiterada jurisprudencia
de este Tribunal, que recuerda en su escrito de alega-
ciones el Ministerio Fiscal, «el derecho fundamental reco-
nocido en el art. 23.2 CE no es aplicable en los supuestos
de contratación de personal laboral por parte de las
Administraciones públicas» (STC 281/1993, de 27 de
septiembre, FJ 2), porque «las funciones públicas englo-
badas en la protección que dispensa el art. 23.2 CE
son aquéllas que vienen desarrolladas por funcionarios
públicos, en el sentido del art. 103.3 CE, esto es, por
aquellas personas vinculadas con la Administración...
mediante una relación de servicios de carácter estatu-
tario (tal y como se encargó de precisar la STC 99/1987),
es decir, preordenada legal y reglamentariamente, y no
integrada contractualmente» (ATC 298/1996, de 16 de
octubre, FJ 3).

Por ello, el análisis de la Sentencia impugnada en
la demanda de amparo ha de llevarse a cabo conforme
a los criterios que se derivan del derecho a la igualdad
garantizado en el art. 14 CE, recordando a este respecto

que su vulneración «la produce sólo aquella desigualdad
que introduce una diferencia entre situaciones que pue-
den considerarse iguales y que carece de una justifi-
cación objetiva y razonable, es decir, el principio de igual-
dad exige que a iguales supuestos de hecho se apliquen
iguales consecuencias jurídicas, debiendo considerarse
iguales dos supuestos de hecho cuando la utilización
o introducción de elementos diferenciadores sea arbi-
traria o carezca de fundamento racional (por todas, SSTC
134/1996, de 22 de julio, FJ 5; 117/1998, de 2 de
junio, FJ 8; 46/1999, de 22 de marzo, FJ 2; 200/1999,
de 8 de noviembre, FJ 3; y 200/2001, de 4 de octubre,
FJ 4)» (STC 34/2004, de 8 de marzo, FJ 3).

5. Y en este terreno es necesario recordar ciertas
circunstancias del caso, que ya han sido puestas de mani-
fiesto. En primer lugar, que la base de las pruebas selec-
tivas sobre cuya aplicación se centra la discrepancia esta-
blecía que «se valorarán hasta un máximo de 2 puntos
la asistencia a cursos organizados por la universidad,
institutos o escuelas oficiales de formación de funcio-
narios, u otras entidades siempre que en este último
caso hubiesen sido homologados por el Instituto Valen-
ciano de Administración Pública».

La Sra. Redondo impugnó en vía contencioso-admi-
nistrativa, en síntesis, que se hubieran valorado dos cur-
sos realizados por la Sra. Durán que habían sido orga-
nizados por la Confederación de Empresarios de Cas-
tellón —situada en la base transcrita bajo el concepto
«otras entidades»— y que, según se declara en la Sen-
tencia impugnada, no habían sido homologados por el
Instituto Valenciano de Administración Pública. Sin com-
putar esos cursos a la Sra. Durán, la Sra. Redondo obtenía
más puntuación.

Por su parte en la contestación a la demanda en el
proceso contencioso-administrativo alegó la Sra. Durán
que si no podían computarse los cursos organizados por
la Confederación de Empresarios de Castellón que ella
había hecho, tampoco deberían valorarse los cursos que
ambas concursantes habían realizado en el CEU-San Pablo,
que, a juicio de la Sra. Durán, serían cursos organizados
por un (en el momento su celebración) centro privado
que habría igualmente que situar bajo el concepto «otras
entidades» de la base citada. Debe retenerse el dato de
que a las dos concursantes se les había computado como
mérito la realización de cursos diversos en el CEU-San
Pablo, según se pone de manifiesto en el expediente admi-
nistrativo. Pero si también se descontaban a ambas con-
cursantes los cursos realizados en el CEU-San Pablo, la
puntuación más alta volvía a recaer en la Sra. Durán.

Así las cosas, subrayando que tanto la demandante
de amparo como la Sra. Redondo obtuvieron su licen-
ciatura en el CEU-San Pablo, ha de indicarse que la inclu-
sión de los cursos organizados por dicho centro en el
ámbito de los oficiales o en el de los que necesitan
homologación por el Instituto Valenciano de Adminis-
tración Pública es una cuestión de legalidad ordinaria.

Pero desde el punto de vista del art. 14 CE, propio
de esta jurisdicción constitucional, bastará indicar:
a) que los cursos organizados por el CEU-San Pablo
han sido incorporados a los méritos no sólo de la Sra.
Redondo sino también a los de la demandante de ampa-
ro; y b) que no puede llegarse a una conclusión de
igualdad respecto de los cursos promovidos por la Con-
federación de Empresarios de Castellón y los organizados
por el CEU-San Pablo, centro «adscrito a la Universidad
Politécnica de Valencia» (Real Decreto 471/1992, de
8 de mayo, BOE de 21 de julio de 1992). Y, en con-
secuencia, no es «arbitraria» ni carece de «fundamento
racional» la diversidad de trato otorgada a los cursos
organizados por dos entidades tan diversas y poco equi-
parables como el CEU-San Pablo (centro universitario
adscrito a la Universidad Politécnica de Valencia) y la
Confederación de Empresarios de Castellón.
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No apreciándose, por tanto, que la Sentencia impug-
nada haya vulnerado los derechos fundamentales invo-
cados, procedente será el pronunciamiento desestima-
torio del recurso previsto en el art. 53 b) LOTC.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por
doña Ángeles Durán Mañes.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diez de mayo de dos mil cua-
tro.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García
Manzano.—María Emilia Casas Baamonde.—Javier Del-
gado Barrio.—Roberto García-Calvo y Montiel.—Jorge
Rodríguez-Zapata Pérez.—Firmado y rubricado.

9918 Sala Primera. Sentencia 87/2004, de 10 de
mayo de 2004. Recurso de amparo
3534-2001. Promovido por doña Dolores
González Yáñez frente a la Sentencia de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de Galicia que, en
grado de apelación, desestimó su demanda
contra el Concello de Cervo sobre contrata-
ción temporal de peones para el grupo muni-
cipal de intervención rápida.

Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (indemnidad): indicios de discrimina-
ción al no contratar a una trabajadora como
represalia por haber pleiteado contra el Ayun-
tamiento.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Pre-
sidente, don Pablo García Manzano, doña María Emilia
Casas Baamonde, don Javier Delgado Barrio, don Rober-
to García-Calvo y Montiel y don Jorge Rodríguez-Zapata
Pérez, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3534-2001, promovido
por doña Dolores González Yáñez, representada por el
Procurador de los Tribunales don Miguel Torres Álvarez
y asistida por el Abogado don Pedro Blanco Lobeiras,
contra la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia,
de 16 de mayo de 2001, dictada en el recurso de ape-
lación interpuesto contra la Sentencia del Juzgado de
lo Contencioso-Administrativo de Lugo, de 22 de agosto
de 2000, en recurso núm. 218-2000 sobre protección
jurisdiccional de los derechos fundamentales de las per-
sonas. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponen-
te la Magistrada doña María Emilia Casas Baamonde,
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de guardia
el día 20 de junio de 2001 y registrado en este Tribunal
el día 22 siguiente, don Miguel Torres Álvarez, en nombre
y representación de doña Dolores González Yáñez, pre-
sentó recurso de amparo contra la resolución judicial
del encabezamiento.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo relevantes para la resolución del recurso son
los siguientes:

a) La demandante, Sra. González Yáñez, estuvo con-
tratada por el Concello de Cervo, con la categoría de
peón del grupo municipal de intervención rápida, durante
los períodos comprendidos entre el 21 de julio de 1998
y el 21 de marzo de 1999 y entre el 3 de mayo de
1999 y el 2 de noviembre de 1999. El contrato celebrado
fue, en ambos casos, un contrato de trabajo para obra
o servicio determinado, consistente en «la realización
de tareas de auxiliar de protección civil en el grupo muni-
cipal de intervención rápida».

El grupo municipal de intervención rápida es un servicio
creado al amparo del programa de cooperación Xunta
de Galicia-corporaciones locales, por el que se conceden
subvenciones a las entidades locales para la contratación
de trabajadores desempleados para la realización de obras
y servicios de interés general y social, respondiendo con-
cretamente a la finalidad de disponer de una infraestruc-
tura operativa que de respuesta inmediata ante situaciones
de emergencia que impliquen un riesgo tanto para las
personas como para los bienes materiales, incluyéndose
entre sus actividades funciones tales como la intervención
en la extinción de incendios, inundaciones, nevadas, acci-
dentes de tráfico; la colaboración en el control del tráfico
rodado; el apoyo en acontecimientos deportivos, ayudas
humanitarias, fiestas y ferias; asistencias a domicilio, lim-
pieza de carreteras; recogida de papel, cartón y vidrio;
patrullas diarias y nocturnas; y, en general, el apoyo al
concello tanto en la valoración como en el control de
los riesgos más importantes de las distintas zonas.

En el transcurso del segundo de los períodos de tra-
bajo citados, en fecha 8 de octubre de 1999, la
trabajadora recibió, junto con los restantes once traba-
jadores del grupo municipal de intervención rápida, una
comunicación escrita del Ayuntamiento en la que se le
informaba de la finalización el siguiente día 2 de noviem-
bre del contrato suscrito. La trabajadora, que se negó
a firmar el recibí de esta comunicación, presentó a la
finalización del contrato, en fecha 3 de diciembre,
demanda por despido ante el Juzgado de lo Social, tras
la preceptiva reclamación previa que no obtuvo respues-
ta sino hasta el 7 de enero de 2000, tras la presentación
de la demanda por despido. La Sentencia del Juzgado
de lo Social núm. 1 de Lugo de 17 de enero de 2000
estimó la demanda y declaró el despido improcedente,
al considerar probado que la demandante había venido
desempeñando tareas distintas a las de la obra o servicio
determinado objeto del contrato y correspondientes a
actividades permanentes y ordinarias del Ayuntamiento,
condenando a éste a optar entre la readmisión de la
trabajadora y el abono a la misma de las cantidades
correspondientes a la indemnización legal por despido
improcedente y los salarios de tramitación. Tras haberse
anunciado recurso de suplicación contra la citada
Sentencia tanto por la parte demandante como por la
demandada, del que posteriormente ambas desistieron,
el Ayuntamiento optó, en tiempo y forma, por abonar
la indemnización referida.

b) El 28 de enero de 2000 el Concello de Cervo
solicitó una subvención a la Consellería de Familia e
Promoción de Emprego, Muller e Xuventude para una


